SENTENCIA TUTELA 2ª INSTANCIA N°003
RADICACIÓN: 66682310400120170023101
ACCIONANTE:  LEIDY BIVIANA MARÍN G.
CONFIRMA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:
Sentencia  – 2ª instancia – 23 de enero de 2018

Proceso:    
Acción de Tutela – Confirma decisión del a quo que negó el amparo
Radicación Nro. :

 66682310400120170023101
Accionante: 


 LEIDY BIVIANA MARÍN GARCÍA
Accionado:
  CENTRAL HIDROELÉCTRICA DE CALDAS

Magistrado Ponente: 
  JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Temas: 
COBRO FACTURAS DE ELECTRICIDAD / CARÁCTER RESIDUAL DE LA ACCIÓN DE TUTELA / EXISTE OTRO MEDIO DE DEFENSA JUDICIAL. [A]l haberse adoptado una decisión que le resultó desfavorable a los intereses de la señora LEIDY BIVIANA, la controversia que ahora plantea en sede de tutela debía ser ventilada ante otra jurisdicción como lo sería la contencioso administrativa, pues  la acción constitucional en atención al principio de subsidiariedad no es la llamada a intervenir en los asuntos allí referidos, máxime cuando de la información que se aportó a la actuación se desprende que con ocasión del acto administrativo proferido por la CHEC se generaba para la solicitante la posibilidad de interponer los recursos ordinarios -mismos que al parecer no interpuso, o por lo menos de ello no obra prueba alguna en el dossier- o acudir a la vía ordinaria para controvertir lo decidido. INEXISTENCIA DE LA VULNERACIÓN ARGÜIDA [S]i bien la accionante pide la protección del derecho a los servicios públicos, nada se dijo en el trámite acerca de que la entidad le niegue su prestación, y aunque es cierto que al parecer existe confusión en la actora, por cuanto le hicieron entrega de dos facturas de energía, de la información que se aportó por parte del apoderado de la CHEC se desprende que solo una de ellas, esto es, aquella por valor de $1.635.830.oo, es la que actualmente es objeto de cobro. Igualmente y en relación con la vulneración al mínimo vital, acerca de tal aspecto nada adujo la accionante, pues solo se limitó a indicar que carece de medios para sufragar los valores exigidos, pese a tener claridad que la CHEC le brinda la posibilidad de realizar el pago de la suma adeudada con un plan de financiación, que muy seguramente le dará la capacidad a la usuaria de cancelar la misma, sin que se vea afectada su subsistencia, no obstante que de ello nada se dijo. Por lo anterior y como quiera que en sentir de esta Corporación no se avizora quebrantamiento de los derechos fundamentales reclamados por la actora, se confirmará la providencia adoptada por parte del juzgado de origen.
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, veintitrés (23) de enero de dos mil dieciocho (2018)

                                                                 Acta de Aprobación N° 2023
                                                                   Hora: 8:00 a.m.                                    
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por la señora LEIDY BIVIANA MARÍN GARCÍA frente al fallo proferido por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal (Rda.), con ocasión de la acción de tutela interpuesta contra la Central Hidroeléctrica de Caldas -en adelante CHEC-.

2.- DEMANDA 

Informa en el escrito de tutela la señora MARÍN GARCÍA, que vivió en la carrera 15 N° 8-31 de Santa Rosa y en septiembre se presentó un daño en los cables de la energía, por lo cual acudieron funcionarios de la CHEC que corrigieron tal situación en octubre 10 de 2017; sin embargo, en el mes de noviembre recibió dos recibos de energía por valor de $1.103.160 y $1.635.830, frente a lo cual envió derecho de petición del cual se dio respuesta en octubre 31, indicándosele que al establecerse que las lecturas son reales y  que dicha desviación se originó por una fuga de energía, esta debe ser asumida por ella, sin encontrarse en condiciones de cancelar dichas cifras, y por ende solicita su reajuste.

Pide se protejan sus derechos fundamentales al mínimo vital y a los servicios públicos, al no tener los medios para sufragar su costo.

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- El despacho admitió la demanda de tutela y vinculó  a la CHEC, frente a lo cual se pronunció su apoderado judicial, quien expresó: (i) luego de verificarse el promedio de los consumos de la usuaria, en el período de agosto a septiembre se halló un consumo exagerado de 1926 kw/h y al entrar tal circunstancia en un concepto de “desviación significativa” obligó a la empresa a revisar la situación; (ii) al realizarse una nueva toma en octubre 10 de 2017, se encuentra un consumo de 17.715 kw/h, dejándose de nuevo en revisión, se factura por consumo promedio y al traer un saldo pendiente se genera la factura por $1.103.160; (iii) para octubre 25 se tenía establecida la causa de la desviación como se le explicó a la actora mediante oficio de octubre 31, ya que la acometida o cables que llevan la energía a la vivienda hacían contacto con una hoja de zinc, lo cual producía la generación de la fuga eléctrica, lo que equivale a que se consuma la misma, y en esa oportunidad se le explicó a la usuaria que dichas redes son su responsabilidad y por ende la causa de dicha fuga; (iv)  al tener claridad sobre tal aspecto se dejan en firme los períodos facturados y por ello se emite la factura por valor de $1.635.830, y reconoce que no se explicó a la misma que esa segunda factura reemplazaba a la primera, lo cual crea confusión, pero lo facturado corresponde a lo  realmente consumido; (v) el mínimo vital no existe para el servicio de energía, pues en tal materia se da  el denominado “Consumo de Subsistencia” dirigido a estratos 1, 2 y 3 y la entidad nunca falta al cumplimiento del descuento en sus facturas, y lo que bien podía hacer la CHEC sería financiar la deuda a un plano no mayor a 48 meses, y (vi) al no vulnerarse derecho alguno, se debe negar la tutela.

3.2- Culminado el procedimiento a seguir y en el plazo constitucional, el juzgado de instancia profirió sentencia en noviembre 29 de 2017 en la que negó el amparo reclamado  al estimar que la accionante debió agotar los mecanismos ordinarios, y no demostró la ocurrencia de un perjuicio irremediable. Aunado a lo anterior la decisión de la CHEC quedó en firme al no interponerse recursos y no se probó la afectación al mínimo vital por cuanto la actora puede refinanciar la deuda.
4.- IMPUGNACIÓN

Al momento de notificársele a la accionante la providencia adoptada, esta consignó la palabra “impugno”, sin que hubiera efectuado argumentación alguna.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra la sentencia proferida por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal (Rda.), de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en el fallo impugnado, en cuanto negó la tutela impetrada. De acuerdo con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, revocándola o modificándola.

5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. Es por ello que se erige en el instrumento válido con el que cuentan los ciudadanos para acudir ante cualquier juez de la República en procura de hacer respetar los derechos fundamentales al resultar afectados o vulnerados, siempre y cuando no haya otro medio de defensa judicial al que se pueda recurrir o de existir éste, se busque evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual la tutela procederá de manera transitoria.

No obstante la falta de argumentación de la accionante, en aplicación del principio de informalidad que rige la acción de tutela y con fundamento en las normas señaladas por la Corte Constitucional, lo único que debe verificarse es si la impugnación fue presentada en el término correspondiente -lo que en efecto acá acaeció- y, de ser así, deberá dársele el trámite que corresponde
.
En este caso, la señora MARÍN GARCÍA concurre ante el juez constitucional con el fin de lograr la protección de los derechos a los servicios públicos y mínimo vital que considera quebrantados por la CHEC, toda vez que se le exige el cobro de facturas por concepto de servicio público -por valores de $1.103.160 y $1.635.830-, correspondiente al mes de noviembre, sin contar con los recursos para realizar dichos pagos, por lo cual pide su reajuste.

De la información arrimada al dossier,  se observa que en el inmueble que habitaba la señora LEIDY BIVIANA MARÍN, en la carrera 15 N° 8-31 de Santa Rosa de Cabal (Rda.) se presentó una fuga de energía, o en palabras de la CHEC: una “desviación significativa” en el consumo, lo que ameritó la revisión respectiva, evidenciándose que ello obedeció a que la acometida o cables que llevan la energía hasta la vivienda hacían contacto con una hoja de zinc, situación que originó tal desperdició eléctrico, y este debía ser asumido por la usuaria.
Tal situación le fue debidamente comunicada a la actora mediante oficio  20170230014973 de octubre 31 de 2017
, y por ende al haberse adoptado una decisión que le resultó desfavorable a los intereses de la señora LEIDY BIVIANA, la controversia que ahora plantea en sede de tutela debía ser ventilada ante otra jurisdicción como lo sería la contencioso administrativa, pues  la acción constitucional en atención al principio de subsidiariedad no es la llamada a intervenir en los asuntos allí referidos, máxime cuando de la información que se aportó a la actuación se desprende que con ocasión del acto administrativo proferido por la CHEC se generaba para la solicitante la posibilidad de interponer los recursos ordinarios -mismos que al parecer no interpuso, o por lo menos de ello no obra prueba alguna en el dossier- o acudir a la vía ordinaria para controvertir lo decidido.

Tal cual lo consideró la a quo, en este caso no es la justicia constitucional la encargada de incursionar en temas que a todas luces no son de su competencia, sino de otras jurisdicciones a las que bien pudo haber acudido la actora, según lo tiene decantado la jurisprudencia constitucional, al referir en la sentencia T-344/08 que:

“3.1 De acuerdo con el inciso 3 del artículo 86 de la Constitución Política, la acción de tutela “[S]olo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.” Así mismo, el numeral 1 del artículo 6 del Decreto 2591 de 1991 dispone que la acción de tutela es improcedente en los casos en que el accionante tenga a su alcance otros recursos o medios de defensa judiciales para la protección de sus derechos.
 
3.2 En este sentido, esta Corporación ha sostenido que la acción de tutela obedece al principio de subsidiariedad, es decir, no es un mecanismo de defensa judicial alternativo o supletorio de los recursos o medios ordinarios previstos por el legislador para el amparo de un derecho; no puede ser empleada para revivir oportunidades procesales vencidas como consecuencia de la inactividad injustificada del interesado; y, no constituye un último medio judicial para alegar la vulneración o afectación de un derecho.
3.3 En efecto, conforme a su naturaleza constitucional, la acción de tutela es el mecanismo preferente de protección de los derechos fundamentales, cuyo ejercicio debe estar dirigido a obtener un amparo efectivo e inmediato frente a los actos u omisiones que los amenacen o vulneren. Es por ello que la acción de tutela no puede ser entendida como una instancia idónea para tramitar y decidir conflictos de rango legal, pues con este propósito, el legislador dispuso los medios y recursos judiciales adecuados, así como las autoridades y jueces competentes.”
 -negrillas fuera de texto-
Debió en consecuencia la señora LEIDY BIVIANA MARÍN, interponer los recursos frente a la decisión que conllevó a la CHEC a considerar que en efecto los cobros por concepto de consumo de energía eran reales y ajustados a la realidad o incluso acudir a la Jurisdicción contencioso administrativa para solicitar la nulidad de dicho acto administrativo, pero no hacer uso de la acción de tutela en tanto la misma no puede convertirse en un medio alterno o supletorio de los mecanismos ordinarios que contempla el ordenamiento legal, como así lo ha dejado en claro la Corte Constitucional, máxime que en el presente asunto no se observa la comisión de un perjuicio irremediable.

Ahora, si bien la accionante pide la protección del derecho a los servicios públicos, nada se dijo en el trámite acerca de que la entidad le niegue su prestación, y aunque es cierto que al parecer existe confusión en la actora, por cuanto le hicieron entrega de dos facturas de energía, de la información que se aportó por parte del apoderado de la CHEC se desprende que solo una de ellas, esto es, aquella por valor de $1.635.830.oo, es la que actualmente es objeto de cobro.

Igualmente y en relación con la vulneración al mínimo vital, acerca de tal aspecto nada adujo la accionante, pues solo se limitó a indicar que carece de medios para sufragar los valores exigidos, pese a tener claridad que la CHEC le brinda la posibilidad de realizar el pago de la suma adeudada con un plan de financiación, que muy seguramente le dará la capacidad a la usuaria de cancelar la misma, sin que se vea afectada su subsistencia, no obstante que de ello nada se dijo.

Por lo anterior y como quiera que en sentir de esta Corporación no se avizora quebrantamiento de los derechos fundamentales reclamados por la actora, se confirmará la providencia adoptada por parte del juzgado de origen.
6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela proferida por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal (Rda.) 

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
        JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario,
WILSON FREDY LÓPEZ
� Corte Constitucional, Auto 114 de 2008.


� Ver folio 4 y 5. 


� Sobre el tema de la subsidiariedad de la acción, se pueden revisar entre otras, las sentencias T-653 de 2004, T-018 de 2008, T-043 de 2007, T-. 
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